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Progresividad de los impuestos ambientales de 
política ambiental de México 

 
Progressivity of environmental taxes in Mexico's environmental 

policy 
 
 
Resumen 
El objetivo del estudio es analizar el principio tributario de proporcionalidad-
progresividad aplicado a las tasas impositivas fiscales ambientales en México para 
medir la progresividad. Se aplicó el índice de Suits para calcular la progresividad en los 
impuestos a los activos ambientales; nuestra hipótesis sostiene que los impuestos a los 
activos ambientales son progresivos y no proporcionales como lo mandata la 
Constitución. El hallazgo del estudio se encuentra en las tasas contributivas a los 
impuestos ambientales son progresivas, y en particular, el impuesto por servidumbre de 
terreno para obras; el impuesto a los trabajos de primera mano de materiales mineros 
es regresiva, así como la tasa federal del impuesto a la renta. El aporte del estudio está 
en el método de análisis basado en el área que encierra la Curva de Concentración 
Relativa a través de una ecuación que proporciona una forma numérica y simple para 
medir la progresividad fiscal en los activos ambientales. 
 
Palabras clave: Impuestos Ambientales, Cambio climático, Progresividad, Índice Suits 
 
 
Abstract 
The objective of the study is to analyze the tax principle of proportionality-progressivity 
applied to environmental tax rates in Mexico to measure progressivity. The Suits index 
was applied to calculate progressivity in taxes on environmental assets; our hypothesis 
holds that taxes on environmental assets are progressive and not proportional as 
described in the Constitution. The finding of the study is found in the tax rates to 
environmental taxes are progressive, and in particular, the tax for land bondage for 
works; the tax on first-hand work of mining materials is regressive, as well as the federal 
rate of income tax. The contribution of the study is in the area-based analysis method 
that encloses the relative concentration curve through an equation that provides a 
numerical and simple way to measure fiscal progressivity in environmental assets. 
 
Keywords: Environmental Taxes, Climate Change, Progressivity, Suits Index 
 
 



 

 46 

Año 14, Número 39, Enero / abril 2025 
recai.uaemex.mx 

Enriqueta Mancilla Rendón et al. 

1. Introducción 

Las regiones del mundo continuamente son más sensibles a recibir los efectos de los cambios climáticos 
(Programa Especial de Cambio Climático 2021-2024). El deterioro del medio ambiente está determinado por 

variaciones naturales, pero también, las actividades humanas han incidido fuertemente en el cambio 

climático (Sánchez, 2021; Naciones Unidas, 2023; 2015) particularmente con “la quema de combustibles 
fósiles como el carbón, el petróleo y el gas” (Ramírez, Ramírez, y Mata, 2023; Huesca y López, 2016). Son 

siete países los principales emisores de dióxido de carbono y gases de efecto invernadero (Greenhouse 

Gas, GHG) (Noh y Park, 2023, p. 63; Ley General de cambio climático, 2012; Johnson, et al., 2010).  Noh y 
Park (2023) demostraron, tener una reducción gradual de las emisiones por dióxido de carbono y gases de 

efecto invernadero (GHG), mientras que otros países aumentaron las emisiones, entre ellos Corea y México 

(Ramírez, Ramírez, y Mata, 2023; A. Bárcena, et al., 2020; Medina, 2012; Viniegra y Boyd, 2001). En la 

reunión de la COP28 se mencionó la importancia de un acuerdo mundial para la disminución de los 
combustibles fósiles (Naciones Unidas, 2023) porque el cambio climático es el principal responsable del 

calentamiento global, y solamente las reducciones tempranas de las emisiones de gases de efecto 

invernadero pueden ayudar disminuir el daño (Department of the Environment, Heritage and Local 
Government, 2007). 

En México se encuentra entre el 10 y el 12% de la biodiversidad mundial, y es uno de los cinco países con 

mayor diversidad biológica del mundo; las organizaciones internacionales han hecho énfasis de ser un país 
vulnerable a los riesgos del cambio climático (OECD et al., 2023; Hansen, 2017). Ante esta circunstancia, el 

gobierno mexicano desde 1988 ha realizado acciones en petróleo y gas para mitigar el cambio climático 

(López Pérez, 2024; ESMAP, 2010; Johnson, et al., 2009; Viniegra y Boyd, 2001), porque en el país se 
encuentran 273 municipios con un grado de muy alta vulnerabilidad (Sánchez, 2021; Programa Especial de 

Cambio Climático 2021-2024). Aunque las emisiones siguen creciendo (por unidad de PIB), y si bien se 

lograron reducciones de emisiones de carbono en la última década (Sánchez, 2021; IEA, 2017; 
Averchenkova y Touza, 2020), el incremento de las emisiones ha impactado en la desigualdad económica 

implicando “un efecto significativo en el bienestar de los hogares” (Barcenas, et al., 2021, p. 80), en las 

empresas y en el mercado financiero (Sánchez, 2021; Noh y Park, 2023, p.59; Ley General de Cambio 
Climático, 2012, artículo tercero). 

Ebaidalla (2023) ha reconocido que la inversión extranjera directa es un factor que influye en las emisiones 

de carbono, y las corporaciones aún no tienen claro cómo pueden predecir dicho impacto, esta condición 

supone una amenaza para la estabilidad financiera. Flores et al. (2023) afirman que las empresas alcanzan 
ventajas competitivas con la innovación, y esta variable está altamente influenciada por el ambiente. De 

hecho, los efectos del cambio climático se relacionan con los activos de las empresas, por tanto, son 

inherentes “los impuestos ambientales que tienen la ventaja de incentivar la adopción de nuevas tecnologías 
y procesos productivos que corrijan el deterioro ambiental” (Gago y Labandeira, 2010; Labandeira y López, 

2002, en Huesca, 2016, p. 28). Bansal, Ochoa, y Kiku (2016) en su modelo de riesgos muestran lo que las 

empresas enfrentan con el cambio climático. Entonces, la naturaleza en sí misma, asume la relación entre 



 

 47 

Año 14, Número 39, Enero / abril 2025 
recai.uaemex.mx 

Enriqueta Mancilla Rendón et al. 

la emisión de gases del carbono y el calentamiento, Kutasi y Perger (2015) afirman que los daños 

económicos serán no deseados y desventajosos. 

Los jefes de Estado y los gobiernos de las distintas jurisdicciones tienen más conciencia de esta problemática 

y las consecuencias que hay en la sociedad (Sánchez, 2021). Buscando cumplir con los acuerdos globales 

(Averchenkova y Touza, 2020; Naciones Unidas, 2015), los gobiernos han establecido en sus jurisdicciones 
políticas de mitigación (Ivanova, et al., 2021) acorde a un marco legal y normativo para proteger el medio 

ambiente, el desarrollo sustentable, y la preservación y restauración del equilibrio ecológico con énfasis en 

las medidas de adaptación (Barcenas, 2022; Huesca y López, 2016; Ley General de Cambio Climático, 2012; 
Naciones Unidas, 1998). Las políticas de mitigación que ha establecido México basadas en precios, están 

incrustadas en el marco legal (Averchenkova y Touza, 2020), e instrumentadas mediante la reducción de los 

subsidios a los combustibles fósiles, o con el establecimiento de impuestos al carbono o regímenes de 

intercambio de derechos de emisión y reembolso de aranceles (Ivanova, et al., 2021), con finalidad de 
enfrentar los efectos adversos del cambio climático, más que ser un acto recaudatorio. En este sentido, 

Mann (2020) ha expresado que los impuestos al carbono por parte de los gobiernos son preferibles a confiar 

en un acto de pago voluntario de las corporaciones. 

Lo anterior, nos llevó a reflexionar sobre la forma de cómo el Gobierno de México aborda la alteración del 

medio ambiente y nos preguntamos si las medidas de adaptación inciden en la protección de los activos 

ambientales. Por lo tanto, laLa motivación de nuestro estudio se focalizó en la política ambiental mexicana1 
(Sampaolesi, 2016), encausándose en la política de mitigación ambiental basada en precios a los activos 

ambientales, y la introducción de los impuestos ambientales (Averchenkova y Touza, 2020), para conocer si 

es inherente el principio tributario de progresividad-regresividad, o en su caso reconocer si éste es regresivo, 
sustentado en la base teórica de Pigou (1920) para la imposición ambiental (Huesca y López, 2016). 

Domike y Barraclough (1966) estudiaron los impuestos a los activos ambientales, a la producción o a las 

actividades productivas, con la taxonomía de ser impuestos a la tierra, o a los “activos fijos o sobre la mano 
de obra empleada en el proceso productivo” de dichos activos. A estos bienes o actividades productivas, los 

gobiernos que están comprometidos con el Acuerdo de París, establecen un esquema fiscal en sus regiones 

(Averchenkova y Touza, 2020; Escalante, Morán y Rojas, 2022). Es decir, crean impuestos ambientales e 
instrumentan un sistema recaudación, para que las empresas que desarrollan este tipo de actividades o 

posean este tipo de activos, paguen impuestos y con esto se resarza el daño al medio ambiente que hayan 

provocado. Por su parte, Carmargo et al. (2020) afirman que los sectores no se ven afectados por los 

impuestos ambientales pues es “mecanismo eficiente” (p.204) que traen consigo beneficios para la sociedad, 
sin que tampoco se conozcan incentivos fiscales para disminuir la contaminación (Tchorzewska, 2024). 

 
1 El Sistema Nacional de Cambio Climático (SINACC) está integrado por la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático 
(CICC); el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC); el Consejo de Cambio Climático (C3); las entidades 
federativas; las asociaciones de autoridades municipales; y el Congreso de la Unión, (Estrategia Nacional de Cambio 
Climático, 2013). 
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En este contexto, hicimos una revisión bibliográfica sobre los impuestos ambientales sustentado en que la 

“base imponible es una unidad física (o su proxi), de algo que tiene comprobado impacto negativo en el 
ambiente” (Naciones Unidas, 2016, p.126). Este criterio clasifica a la energía, el transporte, la contaminación, 

y a los recursos identificados como activos ambientales. Nosotros abordamos el estudio de manera 

consistente en el ámbito de los impuestos ambientales a los activos de recursos que incluye “la extracción 
de agua, la extracción de materias primas y otros recursos (como arena y grava)”. Los pagos de impuestos 

al gobierno por el uso de la tierra o de recursos naturales se tratan como un impuesto a la ganancia, y “en 

consecuencia, se excluyen de los impuestos sobre recursos” (Naciones Unidas, 2016, p. 127; Burfisher, 
Robinson y Thierfelder, 2002; Kutasi y Perger, 2015). Este tipo de impuestos no son objeto de nuestro 

estudio. Por mostrar un ejemplo de nuestro análisis, el factor que incide con mayor daño en la degradación 

del suelo es el químico, lo que deriva en la disminución de la productividad de la tierra, entre otros efectos 

(SEMARNAT, 2023). Para nuestro estudio, nos referimos a los activos ambientales y sobre la actividad 
económica de la producción, y la implicación práctica de los principios tributarios constitucionales en el 

sistema fiscal mexicano, en particular el principio de proporcionalidad aplicado en los impuestos ambientales 

(Averchenkova y Touza, 2020).  

El objetivo de nuestro estudio es analizar las tasas contributivas de los impuestos ambientales establecidas 

en México instrumentadas para los activos ambientales y aplicar el principio tributario de proporcionalidad 

para medir la progresividad. Para este propósito nosotros aplicamos el índice de Suits para calcular la 
progresividad de los impuestos a los activos ambientales; la ventaja de este método de análisis se basa en 

el área que encierra la Curva de Concentración Relativa a través de una ecuación que proporciona una forma 

numérica y simple para medir la progresividad fiscal en los activos ambientales. 

Nuestros resultados sugieren que las tasas contributivas a los impuestos ambientales son progresivas, y en 

particular, el impuesto a los recursos es regresiva, así como la tasa federal del impuesto a la renta que fue 

el referente fiscal (Poterba, 1991). 

El estudio está estructurado como sigue. Además de la introducción, una segunda sección que describe 

brevemente los principios tributarios con el enfoque doctrinario y legal. Con el fundamento fiscal, integramos 

los datos y presentamos el diseño de la investigación. En la sección tercera se presenta el modelo y 
explicamos en qué consiste el Índice de Suits. En la sección cuarta presentamos los principales hallazgos 

empíricos, la discusión de los resultados, y posteriormente se concluye con el estudio. 

2. Marco conceptual 

Los activos ambientales “son elementos naturales de la tierra, vivos o inertes, que en conjunto constituyen 
el ambiente biofísico que proveen beneficios a la humanidad” (Naciones Unidas, 2016, p.13). En términos 

financieros, el beneficio económico de los activos ambientales, es la utilidad o ganancia que deriva del 

resultado de las operaciones o transacciones económicas que realizó el establecimiento o unidad económica 
(Naude, 1988). Los activos ambientales es la “explotación derivada de la venta de recursos naturales y 

recursos biológicos cultivados, en forma de rentas obtenidas por autorizar el uso o la extracción de un activo 
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ambiental, o en forma de ingresos netos […] por la venta de un activo como la tierra” (Naciones Unidas, 

2016, p.144). Dichos activos ambientales son bienes a los cuales se les establece un impuesto. 

Los países nórdicos como Dinamarca, Finlandia y los Países Bajos aplicaron por primera vez los impuestos 

verdes en 1990 (Kutasi y Perger, 2015).  México es país que ha seguido esta práctica y ha establecido 

impuestos ambientales, especialmente al carbono (Matvienko y Myakshin, 2024, Bárcena, et al., 2020). La 
recaudación por impuestos relacionados con el medio ambiente es del 1.5% del PIB, aunque está por debajo 

del promedio de los países de la OCDE (2%). El esquema impositivo mexicano integra el impuesto a la 

gasolina. Éste es un impuesto recaudatorio y progresivo (Bárcena, et al., 2020; Acquatella, et al., 2005), con 
un fuerte componente ambiental. Camargo et al.  (2020) afirman que el recaudo actúa de forma directa. En 

el año 2020 México fue el primer país en Latinoamérica en establecer el Régimen de Comercio de Derechos 

de Emisión (RCDE) (Matvienko y Myakshin, 2024; OECD et al., 2022; Bárcena, et al., 2020). 

La clasificación de los impuestos a los activos ambientales se acota como activos ambientales no producidos; 
activos económicos producidos, y activos económicos no producidos (SEMARNAT, 2023), clasificaciones 

que están relacionadas con las tasas contributivas (Naciones Unidas, 2023).  Los activos ambientales no 

producidos son los “activos de origen natural”, y son activos que no es posible tener derechos de propiedad 
como el aire y los océanos. También son aquellas regiones que son desconocidas, o que no son cultivadas, 

regiones que existen, pero que no prevalece algún tipo de “control”. 

Los activos económicos no producidos son bienes de capital que son de origen natural y se utilizan en los 
sistemas de la producción. Estos activos están vinculados a títulos de propiedad y los gestiona las 

instituciones de gobierno como la tierra y terrenos, bosques y yacimientos minerales, entre otros. En cambio, 

los activos económicos producidos, también son bienes de capital y recaen sobre las entidades económicas 
que tienen derecho de propiedad, cuya posesión les permite obtener beneficios económicos. Este tipo de 

activos está relacionado con el Sistema de Cuentas Nacionales de las Naciones Unidas (SEMARNAT, 2023), 

instrumentado en México como un sistema de cuentas ambientales (Bárcena et al., 2020). Se clasifica a tres 
tipos de activos: primero, activos fijos; segundo, existencias; y tercero, objetos valiosos. Analizamos a los 

activos fijos poque son activos económicos producidos que incluye a los activos cultivados (cultivos 

perennes), que se relacionan con los activos ambientales de los recursos.  

3. Marco teórico 

Cottrell y Constanze (2013) afirman que los impuestos ambientales, también llamados impuestos verdes, es 

una forma de tributación inteligente, porque causa menos daño económico que los impuestos directos o 

indirectos, y en paralelo, producen beneficios ambientales. Pigou (1920) quien legó las bases teóricas para 
la imposición ambiental (Huesca y López, 2016). Pigou afirma que el agente que contamina es el que pagará 

los costos que a surjan partir daño al medio ambiente, relación que da el origen al principio “el que contamina 

paga” (Acquatella, et al., 2005, p. 25). El enfoque teórico de Pigou es congruente, y coincide con Takács, 
Máté, y Nagy (2015) para motivar a los agentes económicos a reducir la contaminación. Por otro lado, el 

sistema fiscal mexicano mandata el cumplimiento de principios tributarios para el establecimiento de un 
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impuesto, como el principio de proporcionalidad-progresividad (Constitución Política de los estados Unidos 

Mexicanos, artículo 31, fracción IV), principio que explica Domike y Barraclough (1966). El principio de Pigou 
y el principio tributario de proporcionalidad-progresividad, aplicado en los impuestos que se imponen a los 

corporativos, establecimientos o las unidades económicas convergen con el deber de contribuir a la hacienda 

pública según su capacidad económica (López y Vence, 2021). En este sentido, las unidades económicas 
están obligadas a pagar impuestos por los activos ambientales en el desempeño de sus actividades. 

Con el criterio de Sánchez (2017), el principio de proporcionalidad pronuncia la importancia de la capacidad 

económica porque es “uno de los principales valores del derecho -la justicia- y se fundamenta principalmente 
en ella: en una determinada proporción”. Sánchez enfatiza en el principio tributario y la capacidad económica, 

aunque en ocasiones el impuesto pueda exceder a dicha capacidad. Nosotros coincidimos con el criterio de 

Domike y Barraclough (1966) porque los impuestos sobre los activos ambientales, es decir, “a la tierra, (de 

preferencia progresivos)” (p. 171), son conforme a la capacidad económica, pues tasas contributivas altas 
no ayudan. Escalante, Morán y Rojas (2022) afirmaron que la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

consideró que los impuestos verdes deben ser proporcionales, y que los contribuyentes tienen la obligación 

de pagar una proporción razonable de las ganancias obtenidas a través de sus procesos de producción 
contaminantes, para reparar los efectos del deterioro ambiental causado por sus ganancias. Lo anterior 

sustenta nuestra hipótesis que sostiene que los impuestos a los activos ambientales son progresivos y no 

proporcionales como lo mandata la Constitución. 

4. Método 

Hicimos un estudio descriptivo-transversal, de gabinete, del principio de proporcionalidad aplicado en los 

impuestos ambientales de las treinta y dos entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos 
(Matvienko y Myakshin, 2024), en el límite del ingreso para calcular el impuesto sobre la renta (López y 

Vence, 2021; Naciones Unidas, 2016) y medir la progresividad de los impuestos a los activos ambientales 

(Escalante, Morán, y Rojas, 2022; Averchenkova y Touza, 2020). Burfisher, Robinson y Thierfelder (2002) 
han escrito sobre los efectos de los impuestos progresivos contrario a como lo mandata el principio tributario.  

Analizamos desde la hermenéutica-crítica los códigos fiscales y leyes de las haciendas estatales para 

identificar las tasas de los impuestos ambientales que recaudan los estados. Concentramos las tasas 
contributivas en una base de datos que contiene la totalidad de los impuestos ambientales estatales 

(Matvienko y Myakshin, 2024). Creamos códigos descriptivos (Fernández, 2018) para distinguir y clasificar 

cada tipo de impuesto ambiental (Tabla 1). Esto coincide con Acquatella, et al. (2005, p. 30) cuando describe 

los ejemplos de impuestos “pigouvianos”, y para explicar el impuesto en “la distribución del ingreso fiscal” 
como lo afirma Cortés, (en Huerta, 2012, p. 77), con el propósito de tratar de identificar el grado de 

progresividad, o en su caso regresividad aplicando el Índice de Suits, es decir, para identificar la tasa 

contributiva al que están obligados a pagar los negocios o corporativos que realizan actividades sobre la 
tierra, la energía o sobre la producción por la enajenación de los activos ambientales o a la producción.  
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Acorde con la afirmación de Escalante, Morán y Rojas (2022) y con el fundamento legal, los impuestos 

ambientales que medimos son: 

1.  Emisión de gases a la atmósfera  

2.  Emisión de contaminantes al suelo, subsuelo y agua  

3.  Depósito o almacenamiento de residuos 
4.  Pago por remediación ambiental en la extracción de materiales pétreos 

5.  Extracción de materiales del suelo y subsuelo  

6. Servidumbre de terreno para obras y trabajos de primera mano de materiales mineros 

Posteriormente, determinamos el promedio de las tasas contributivas y los deciles para pasar a la segunda 

etapa del estudio, el análisis con el índice de Suits. 

 

Déc
il 

Ingreso T0 T1 T2 T3 T4 T5 T6 

1 0.20 5.65 0.49607
3 

0.12501
0 

0.0027
78 

0.43567
1 

0.0126
00 

12.63122
9 

2 1.68 18.8
2 

4.21041
0 

1.06102
3 

0.0235
78 

3.69775
0 

0.1069
44 

22.19824
9 

3 2.96 32.0
0 

7.39941
6 

1.86465
3 

0.0414
37 

6.49846
3 

0.1879
45 

25.80450
0 

4 3.44 47.0
6 

8.60150
0 

2.16757
8 

0.0481
68 

7.55418
1 

0.2184
78 

30.89505
9 

5 4.12 52.7
1 

10.2653
53 

2.59518
5 

0.0576
71 

9.04442
5 

0.2615
78 

62.31086
0 

6 8.31 62.8
2 

20.7702
87 

5.23411
2 

0.1163
14 

18.2412
97 

0.5275
65 

98.21048
0 

7 13.09 69.1
8 

32.7368
27 

8.24968
0 

0.1833
26 

28.7507
91 

0.8315
15 

187.4999
87 

8 25.00 88.2
4 

62.4999
96 

15.7499
99 

0.3500
00 

54.8899
96 

1.5875
00 

99.22048
0 

9 33.33 94.1
2 

83.3333
25 

20.9999
98 

0.4666
67 

73.1866
59 

2.1166
66 

99.99999
9 

10 100.00 100.
00 

100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 100.00 

  Tasa 
impositi
va  

34% $250.00  $63.00  1.4% $219.56  $6.35  $750.00  

Fuente: Elaboración propia. Nota: T0: Tasa de ISR Federal; T1: Emisión de gases a la atmósfera; T2: 

Emisión de contaminantes al suelo, subsuelo y agua; T3: Depósito o almacenamiento de residuos; T4: Pago 
por remediación ambiental en la extracción de materiales pétreos; T5: Extracción de materiales del suelo y 

subsuelo; T6: Servidumbre de terreno para obras y trabajos de primera mano de materiales mineros 

El Índice de Suits 

El índice de Suits (1977) es un método ampliamente conocido y estudiado para calcular la progresividad de 

un impuesto. La motivación de este índice surge del conocido índice de Gini que ha sido ampliamente 

utilizado para medir la desigualdad de ingresos en una población.  

Tabla 1. Tasas contributivas estatales por rango de ingresos. Activos ambientales. 
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Para ello, consideramos dos variables aleatorias no negativas 𝑋, 𝑌, donde 𝑋 es la variable que corresponde 

al ingreso sin impuestos y 𝑌 la tasa impositiva. El índice de Suits, es una medida de progresividad fiscal que 

se basa en la Curva de Concentración Relativa (RCC por sus siglas en inglés) de la variable 𝑌, que 

representa su porcentaje acumulado frente al porcentaje acumulado de ingresos antes de impuestos 𝑋. En 

este caso ambas variables se han ordenado de forma ascendente respecto de 𝑋 (Anderson, Roy y 

Shoemaker 2003; Hierro Recio, Atienza Montero y Gómez-Álvarez Díaz, 2008; Arcarons y Calonge, 2013). 

Para el caso de las variables definidas previamente, el concepto de progresividad fiscal puede abordarse 

como área encerrada por una curva. Se sabe que el concepto de área e integral están íntimamente 

relacionados pues la interpretación geométrica de una integral definida es el área encerrada por una función 
definida en un intervalo cerrado. En este caso la función está determinada por la curva RCC y el índice de 

Suits se determinará a partir del concepto de área. 

Por otra parte, el RCC de la variable 𝑌 traza el porcentaje acumulado de la carga fiscal (ordenado por 

ingresos antes de impuestos) frente a los porcentajes acumulados de ingresos antes de impuestos. 

Denotamos la Curva de Concentración Relativa (RCC) de 𝑌 por 𝐿!	(𝑞), donde 0 ≤ 𝑞 ≤ 1, es el valor de la 

curva de Lorenz asociado con el rango de población 𝑝 ∈ (0,1). El índice de Suits se define como el doble del 

área entre la línea de proporcionalidad 𝑂𝐵 en la Figura 1 y la región debajo de RCC (Suits, 1977). De este 

modo el índice de Suits se calcula con la siguiente fórmula 

𝑆 = 1 − 24
"

#
𝐿!(𝑞)𝑑𝑞. 

No obstante, existen dificultades al momento de estimar el valor de una integral que generalmente, se da 

por el dominio de la función o por sus características (ejemplo si es discontinua en algunos puntos). Por lo 
que se vuelve necesario el uso de métodos geométricos o numéricos que permitan estimar el valor que 

encierra la curva RCC que se muestra en la Figura 1. 
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Fuente: Elaboración propia. 

Esto es, el índice de Suits se puede calcular a través de métodos numéricos al estimar el área encerrada 
por RCC. La progresividad de una tasa impositiva se reflejará en la forma de la curva y en el tamaño del 

área bajo ella. Puede ocurrir que la curva RCC esté por encima de la diagonal OB para algunos valores y 

para otros por debajo. Con esta idea se puede observar gráficamente el comportamiento de una tasa 
impositiva y, en un primer análisis determinar si es progresivo, regresivo o proporcional. 

 Así, si los puntos que delimitan el área son (𝑥$ , 𝑦$),			𝑖 = 0,1,… ,10, por un cálculo directo se puede determinar 

el área con la siguiente fórmula: 

																																																																																					𝐴%&& = 5=2>𝑦$ + 𝑦'

'("

$)"

@.																																																																										(1) 

En consecuencia, se obtiene la siguiente fórmula para el índice de Suits en términos de la Formula (1) 

																																																																																										𝑆 = 1 −
5000
𝐴%&&

.																																																																																										(2) 

Al igual que el índice de Gini, el índice de Suits varía de −1 a 1. No obstante, la diferencia clave entre el 

índice de Suits y el coeficiente de Gini es que las curvas pueden ir por encima de la línea de proporcionalidad.  

Por lo tanto, para un impuesto proporcional, el índice Suits 𝑆 se acerca a cero; es positivo para un impuesto 

progresivo. Con un impuesto regresivo, la curva de Lorenz se arquea por encima de la línea de 

proporcionalidad, por lo que 𝑆 es negativo. Un índice de  −1 indica que un sistema tributario es 

completamente regresivo. Un valor de índice de 0 identifica un sistema tributario como proporcional como lo 

enuncian Anderson, Roy y Shoemaker (2003).  

Figura 1. Gráfica de la línea de proporcionalidad OB y la curva de concentración relativa 
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Se puede observar que la relación entre el índice Suits y el índice de Gini radica en el hecho de que ambos 

miden aspectos relacionados con la distribución del ingreso y la progresividad. Mientras que el índice de Gini 
se enfoca en la desigualdad de ingresos en sí misma, el índice Suits analiza la progresividad de las tasas 

impositivas como una herramienta para abordar la desigualdad.  

5. Resultados 

Como se mencionó, para obtener el índice de progresividad de cada impuesto se dibujará la Curva de 

Concentración Relativa para cada uno. Con los datos de la Tabla 1, se obtienen las RCC y son un claro 

ejemplo de cómo diferentes formas de curvas y áreas bajo ellas representan diferentes niveles de 
progresividad de las tasas impositivas como se observa en la Figura 2. Se observa que a diferencia del 

índice Gini las curvas tienen diferente comportamiento, se observa que algunas tasas impositivas tienen 

curvas por encima y por debajo de la curva de proporcionalidad (diagonal). 

 

 
Fuente: Elaboración propia. 

En la Figura 2, se puede observar que las tasas Servidumbre de Terreno para Obras y Trabajos de Primera 
Mano de Materiales Mineros y el ISR federal se encuentra por debajo de la diagonal (línea punteada). Por 

otra parte, para calcular el área que encierra cada RCC se utilizará la fórmula 1. Los resultados se muestran 

en la Tabla 2. 

  

Figura 2. Curvas de concentración relativa 
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Tasa Área 
𝑨𝑹𝑪𝑪   

Tasa ISR Federal 5206.00 
T1. Emisión de gases a la atmósfera 2803.46 
T2. Emisión de Contaminantes al Suelo, Subsuelo y Agua 1080.47 
T3. Depósito o Almacenamiento de Residuos 512.90 
T4. Pago por Remediación Ambiental en la Extracción de Materiales Pétreos 2522.99 
T5. Extracción de Materiales del Suelo y Subsuelo 558.51 
T6.  Servidumbre de Terreno para Obras y Trabajos de Primera Mano de 
Materiales Mineros 

5027.59 

Fuente: Elaboración propia. 

A partir de la Fórmula 2 y con los datos obtenidos en la Tabla 2, se determinó el índice de Suits para cada 

impuesto. Como se mencionó, los valores cercanos a 1 son tasas impositivas progresivas y cercanas a -1 
son tasas regresivas. Los resultados se muestran en la Figura 2. 

 

 
Fuente: Elaboración propia. 

Se observa que la tasa contributiva T3: Depósito o Almacenamiento de Residuos es el valor del índice de 

Suits más cercano a 1 lo que implica que es una tasa contributiva progresiva. Seguido de las tasas 

contributivas T5: Extracción de Materiales del Suelo y Subsuelo; T2: Emisión de Contaminantes al Suelo, 
Subsuelo y Agua; y T4: Pago por Remediación Ambiental en la Extracción de Materiales Pétreos, que 

coinciden con el análisis de Antón-Sarabia, y Hernández-Trillo, (2014, p. 570) que describen la progresividad 

como también se muestra en T1: Emisión de gases a la atmósfera, aunque más lejana al valor 1. Con relación 
con las tasas contributivas que presentan un índice Suits negativo, y por tanto regresivas, se tiene T6: 

Servidumbre de Terreno para Obras y Trabajos de Primera Mano de Materiales Mineros, se presenta como 

una de las críticas a los impuestos ambientales (Huesca y López, 2016), de valor negativo más cercano a -
1 como la tasa ISR federal. 
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Tabla 2. Cálculo del área encerrada por RCC para cada tasa contributiva 

Figura 3. Índice de Suits 𝑆 para las tasas contributivas estatales 
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6. Discusión 

La contribución de nuestro estudio reside en el método de análisis que basamos en el área que encierra la 
Curva de Concentración Relativa (Fórmula 1) a través de una ecuación sencilla que proporciona una forma 

numérica y simple para medir la progresividad fiscal en los impuestos a los activos ambientales. 

Gráficamente puede apreciarse aquellas tasas impositivas que se acercan o alejan de la proporcionalidad 
(Figura 2). De esta forma se proporciona una fórmula diferente para calcular el índice Suits de una tasa 

impositiva. Esto muestra gráficamente la aproximación a los valores 1 y -1 (Figura 3) reconociendo un 

enfoque completamente racional en una realidad económica-fiscal-ambiental, materializando con ello las 
medidas de adaptación (Barcenas, 2022; Ley General de Cambio Climático, 2012). 

 Nosotros comprobamos la hipótesis al afirmar que los impuestos a los activos ambientales son 

progresivos y no proporcionales como lo mandata la Constitución. Las tasas contributivas T3 Depósito o 

Almacenamiento de Residuos, T5 Extracción de Materiales del Suelo y Subsuelo y T2 Emisión de 
Contaminantes al Suelo, Subsuelo y Agua cumplen plenamente con el principio de progresividad (Figura 3). 

Esto quiere decir que el pago de los impuestos ambientales está relacionado positivamente con la capacidad 

económica de los contribuyentes, “eliminando el exceso de carga tributaria” (Acquatella, et al., 2005, p.33) y 
abriendo una oportunidad para continuar como una economía verde, y aumentar el bienestar social con 

medidas de reforestación (Programa Nacional Forestal 2020-2024) y con la política de bajas emisiones 

(Estrategia Nacional de Cambio Climático, 20132; Averchenkova y Touza, 2020), para que el gobierno 
avance a políticas de mitigación no basadas en precios (Ivanova, et al., 2021), y “construya medidas de 

adaptación” para transformar el efecto del cambio climático (Averchenkova y Touza, 2020; INECC, 2018) y 

se haga un “uso sostenible de los recursos” (Acquatella, et al., 2005, p.33). Dos tasas contributivas tienen 
una mediana incidencia en su capacidad económica por ser medianamente progresivas T4 Pago por 

remediación ambiental en la extracción de materiales pétreos, y en particular el impuesto T1 por la Emisión 

de gases a la atmósfera que coincide con Poterba (1991).  

La tasa contributiva T6 Servidumbre de terreno para obras y trabajos de primera mano de materiales mineros 

no está relacionada positivamente con la capacidad económica del contribuyente. El resultado muestra ser 

un impuesto regresivo, que sigue la inercia la tasa federal (impuesto sobre la renta), aunque en menor grado, 
coincidiendo con López y Vence (2021). En este sentido, la variación del impacto de los impuestos 

ambientales entre los distintos rangos de ingresos también significa la diferencia en las estructuras tributarias 

(Ebaidalla, 2023). Este resultado indica la exposición al riesgo del cambio climático sin que el gobierno 

cumpla cabalmente con la medida de mitigación por precios. Para Noh y Park pudiera resultar el efecto en 
la estabilidad financiera […], a menos que se evalúe con precisión las exposición al riesgo del cambio 

climático” (2023, p. 72), aunque Ebaidalla, (2023) insiste en la escasez de investigaciones y en estudios 

 
2 La Estrategia Nacional de Cambio climático que incluye la adaptación en el sector social, la infraestructura estratégica, los 
sistemas productivos y el medio ambiente, y el Plan de Acción 2016-2030 favorecen la conservación de la biodiversidad. El 
programa de reforestación Sembrando Vida por plantar árboles, ha continuado con las políticas de adaptación, a través del 
Programa Especial de Cambio Climático 2021-2024.  
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sobre el impacto ambiental de los impuestos, criterio que coincide con Huesca y López (2016), ya que los 

estudios que se han realizado se hicieron en circunstancias y momentos diferentes, y los impuestos 
ambientales tienden a no ser regresivos.  

Ninguna de las tasas contributivas a los activos ambientales es proporcional ya que estarían sobre la línea 

de proporcionalidad OB (Figura 1). Esto quiere decir que, las tasas contributivas de los impuestos 
ambientales están actuando en conjunto con el propósito de las medidas de mitigación por precio. Según el 

estudio de Acquatella, et al. (2005, p.36), México ha venido acumulando experiencia en “la tasación 

diferenciada en función al contaminante, al cual las “autoridades aplican sobre precios […] de acuerdo con 
criterios de calidad ambiental”. 

7. Conclusiones 

México actualmente es uno de los cuatro países de América Latina que establece “impuestos al carbono” 

(Johnson, et al., 2009, p.11), y el primer país con un Régimen de comercio de derechos de emisión 
mostrando un modelo de política ambiental exitosa (Matvienko y Myakshin, 2024; OECD et al., 2022; 

Bárcena, et al., 2020; Averchenkova y Touza, 2020). Ambos escenarios son evidencias de las medidas de 

adaptación (Programa Especial de Cambio Climático, 2021-2024) y acciones de cumplimiento de los 
compromisos adquiridos con las instancias internacionales3. En otras palabras, es evidencia de un gobierno 

garante de un medio ambiente sano para su población (artículo 4, Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos) y exitoso en su sistema de cuidado al medio ambiente (Matvienko y Myakshin, 2024; Hansen, 
2017) y en sus ecosistemas, lo cual incide en la generación del desarrollo económico, por lo tanto, en alto 

bienestar social, y en beneficios para la salud humana. 

Las medidas de mitigación continúan desarrollándose en México centrándose con medidas para generar 
beneficios, además de ambientales, sociales y económicos (Zárate, 2023). El Sistema Nacional de Cambio 

Climático Mexicano contiene la estrategia con las medidas de adaptación para generar beneficios 

ambientales (Matvienko y Myakshin, 2024; OECD et al., 2022; Estrategia Nacional de Cambio Climático, 
2013)4, es un sistema impositivo progresivo instrumentado a la luz del principio tributario de proporcionalidad-

progresividad, que aplica tasas y cuotas impositivas fiscales ambientales para menguar el deterioro al medio 

ambiente. Por ejemplo, el programa de verificación a los automóviles en todo el país ha sido exitoso, sin 
embargo, subyace el agotamiento de los activos ambientales (Almagro, 2007) y esto tiene que transformarse. 

Para lograr los mejores beneficios se requiere que la autoridad fiscal y ambiental completen una “regulación 

óptima” (Matvienko y Myakshin, 2024; Sampaolesi, 2016, p. 577) en el orden de gobierno estatal-municipal 

 
3 Los instrumentos internacionales que contienen los compromisos en materia de cambio climático rigen de manera directa 
las obligaciones y han sido adoptados por el Gobierno de México. 1. Convenio de Viena para la Protección de la Capa de 
Ozono (1969); 2. Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias agotadoras de la Capa de Ozono (1987); 3. Enmienda de 
Kigali (2016); 4. Convención Marco de las Naciones Unidas Sobre el Cambio Climático (1992) 5. Protocolo de Kioto de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas Sobre el Cambio Climático (2005); 6. Enmienda de Doha (2012); 7. Acuerdo de 
París (2015); entre otros (Programa Especial de Cambio Climático 2021-2024). 
4 El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 promueve el desarrollo sostenible con prioridades como el fomento a la energía 
hidroeléctrica, solar y eólica; y una gestión forestal sostenible (Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable; Programa 
Nacional Forestal 2020-2024).  
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(Zárate, 2023; Escalante, Morán, y Rojas, 2022), y otorgar en el presupuesto anual metas sucesivas para 

menguar el efecto y “evitar interferencia” (Averchenkova y Touza, 2020, p. 183) de los objetivos, realizando 
“evaluaciones periódicas y supervisión directa” (p. 196) por el Congreso Estatal, incluso, adicionando 

incentivos fiscales (Tchorzewska, 2024). 

Los gobiernos estatales tienen la obligación de involucrarse más en sus regiones con el cuidado de los 
ecosistemas y cumplir los compromisos establecidos (Ley de Mitigación y adaptación al cambio climático y 

desarrollo sustentable de la Ciudad de México, 2021). Hansen (2017) habla que en los países con mayor 

deforestación ocurren prácticas corruptas. Con esta interferencia se requiere que las autoridades 
ambientales se coordinen más con organizaciones civiles y privadas locales (Zárate, 2023; Ley General de 

cambio climático, 2012; Hansen, 2017) y se diseñe e instrumente una “reforma fiscal verde” (Averchenkova 

y Touza, 2020, p. 196; Kutasi y Perger, 2015, p. 129), para dirigir el recurso recaudado por impuestos 

ambientales al daño ocasionado (Camargo, et al., 2020; Huesca y López, 2016). Para ser congruente con 
Pigou (Acquatella, et al., 2005, p. 31), creemos que esto tendría que ser principalmente en el orden estatal 

y municipal, y resarcir el daño al ambiente o ecosistema en el lugar donde ocurrió para vincular a la empresa 

o negociación o persona lo causó; desde luego, con el acompañamiento, inspección y vigilancia de la misma 
comunidad (Zárate, 2023). 

La financiación verde, también conocida como bonos de carbono, es un instrumento financiero usado 

internacionalmente que busca reducir o eliminar las emisiones de dióxido de carbono. El Consejo Consultivo 
de Finanzas Verdes (Banco de México, 2024) ha definido los principios de Bonos Verdes y objetivos para 

impulsar el financiamiento de proyectos de impacto ambiental positivo. De acuerdo con la OECD (2022), 

México también está cooperando con la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional en 
la creación de créditos de carbono. En conjunto, la financiación y el sistema ambiental-fiscal mexicano ha 

sido un referente de estudio para el sistema ambiental de otros países (Matvienko y Myakshin, 2024). 

Finalmente, Lambertini y Tampieri (Bárcena-Ruiz, Garzón, Sagasta, 2024) argumentaron que las empresas 
socialmente responsables se preocupan del medio ambiente, por ello, importante destacar la conveniencia 

de equilibrar los intereses de las empresas, el gobierno, y el ambiente, al mismo tiempo de desarrollar la 

capacidad en las comunidades y sociedad en general el hábito de reciclar o reutilizar los materiales (López 
Pérez, 2024), es decir, que los desechos se procesen para transformarlos en nuevos productos para impulsar 

la reducción y retraso de los desechos, así como fomentar el uso de herramientas que no impliquen el uso 

excesivo de la quema de combustibles. 
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